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AZPIRI SANTIAGO CARLOS C/ GOOGLE INC S/
HABEAS DATA (ART. 43 C.N.) – Expte. n° 401/2022- Sec.
n° 15

 
Buenos Aires, en la fecha de la firma digital.

AUTOS Y VISTOS:
Para dictar sentencia en estas actuaciones, de las 

que, 
RESULTA:
1.- Con fecha 03/02/22 se presenta Santiago

, por derecho propio, y promueve acción deCarlos Azpiri
habeas data -en los términos de la Ley 25.326 de Protección de
Datos Personales- contra , Google Inc. a fin de que suprima y
bloquee de su motor de búsqueda “Google” (a través de los
sitios www.google.com y www.google.com.ar) toda información,
conexión, dato, indexación y/o hipervínculo que directa o
indirectamente se asocie al sitio web: https
://santiagoazpiriabusadorsexual.wordpress.com por
encontrarse dañando su honor, su buen nombre y
produciéndole un gravamen irreparable, toda vez que dicho
sitio web contiene una acusación anónima contra su persona
que resulta ser falsa, grave, injuriosa y calumniante.

Cuenta que se desempeña como músico profesional,
con una reconocible trayectoria dentro del ambiente artístico, la
cual describe.

Refiere que, debido a la publicación anónima
efectuada en el sitio web aludido, su vida personal, íntima y
laboral se vio perjudicada.

Menciona que una persona que no conoce creó una
página llamada santiagoazpiriabusadorsexual.wordpress.com,
la cual contiene una acusación muy fuerte contra su persona.

Transcribe el contenido de dicha acusación y
sostiene que ese link comenzó a circular sin control a través de
las redes sociales y apareció inmediatamente dentro de la
primera página del motor de búsqueda de Google.

Usuario
Resaltar

Usuario
Resaltar

Usuario
Resaltar

Usuario
Resaltar
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Indica que el mencionado relato es falso ya que la
banda (como resulta muy fácilmente comprobable) no tocó ese
día, ni se produjo el hecho de abuso allí descripto.

Destaca que jamás recibió ninguna denuncia penal
en su contra, ni por este ni por ningún otro caso y que decidió
efectuar una denuncia ante la Unidad de Orientación y
Denuncias dependiente de la Secretaría de Acceso a la Justicia
del Ministerio Público Fiscal de la Ciudad de Buenos Aires
(denuncia nro. 00449154), para que se pudiera investigar desde
qué IP se creó ese contenido y poder develar a quien estuviere
intentando dañarme.

Se explaya acerca de los perjuicios sufridos en virtud
de la divulgación de ese contenido, particularmente, en el plano
laboral y personal y puntualiza que efectuó un reclamo ante el
sitio web que aloja el contenido (Wordpress), sin resultado
satisfactorio alguno, toda vez que dicha plataforma es
norteamericana, y en aras de una supuesta “libertad de
expresión”, le exige presentarse ante la justicia de dicho país
para atacar su contenido, lo que le resulta fácticamente
imposible.

Se pronuncia sobre el intercambio telegráfico
habido entre las partes y funda en derecho su pretensión.

Ofrece prueba, solicita el dictado de una medida
cautelar y hace reserva del caso federal.

Con fecha 17/02/22 se imprime a la causa el trámite
del juicio  y el día 02/05/22 se rechaza la medidasumarísimo
cautelar.

2.- Con fecha 12/04/22 se presenta el apoderado de 
y contesta la demanda entablada en su contra,Google LLC 

solicitando su rechazo, con costas.
Alega que su mandante respondió la carta

documento remitida por el actor y le hizo saber que no podía
acceder a su pretensión, habida cuenta que el contenido del
URL denunciado no revestía “ilicitud manifiesta” de acuerdo a
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la doctrina del Máximo Tribunal en la causa “Rodríguez María
Belén”, por lo que para la eventual remoción del contenido era
necesaria la decisión previa de una autoridad judicial.

Postula que, eventualmente, el actor debe dirigir su
reclamo contra el responsable de la publicación, que no es
Google y, luego, niega los hechos vertidos en el escrito inicial.

Realiza un pormenorizado relato del
funcionamiento y características de los motores de búsqueda,
como lo es su mandante y hace hincapié en que son los titulares
de cada página web los que pueden evitar la indexación por
parte de Google y quienes ejercen exclusivo control sobre el
contenido que publican, siendo estas circunstancias ajenas a su
representada.

Transcribe jurisprudencia y pone de resalto que el
actor no demuestra la falsedad del contenido, razón por la cual
su pretensión colisiona con el derecho a la libertad de
expresión, sobre el cual se pronuncia.

Argumenta que se trata de una cuestión que reviste
interés público y que la mera discrepancia del actor con la
publicación denunciada no la transforma en ilegal, ni mucho
menos justifica su desindexación desde un motor de búsqueda.

Impugna la vía intentada, ofrece prueba y hace
reserva del caso federal.

3.- Con fecha 14/06/22 se abre la causa a prueba,
colectándose la que se encuentra agregada al expediente y el día
05/07/24 se clausura el período probatorio.

Con fecha 06/08/24 dictamina el Sr. Fiscal Federal.
Con fecha 04/09/24 se llaman “autos para dictar
 y,sentencia”

CONSIDERANDO:
I.- En primer lugar, es preciso reseñar que, 

siguiendo la doctrina elaborada por la Corte Suprema de
Justicia de la Nación en materia de fundamentación de
sentencias, a fin de dilucidar la presente contienda analizaré los
extremos que conceptúo necesarios para la debida resolución
del litigio. Ello así, pues sabido es que el juzgador no está
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obligado a seguir a las partes en todos sus razonamientos, ni
analizar los argumentos que estime no sean decisivos, sino sólo
aquéllos considerados conducentes para fundar la decisión que
en definitiva se adopte (Fallos: 310:1185; 311:1191; 320:2289;
entre muchos otros). Tampoco es obligación ponderar todas las
pruebas agregadas, sino únicamente las que estime apropiadas
para resolver el conflicto ;(conf. art. 386, in fine, del CPCC)
examinándolas con un criterio lógico jurídico y de acuerdo con
las reglas de la sana crítica.            

Siguiendo esa línea argumental, sólo me ocuparé de
los aspectos decisivos de la controversia, sin entrar en
consideraciones innecesarias para resolver la cuestión traída a
mi conocimiento.

II.- Establecido ello, cabe señalar que, en autos, el
accionante inicia la presente acción de habeas data con miras a
que Google suprima y bloquee de su motor de búsqueda el sitio
web https://santiagoazpiriabusadorsexual.wordpress.com, por
contener información falsa y agraviante que daña sus derechos
personalísimos.

Por su parte, la demandada, en lo sustancial, aduce
que únicamente administra un motor de búsqueda que permite
el acceso a sitios web creados por terceros y no es la creadora de
los contenidos cuestionados, por lo que ninguna
responsabilidad le cabría en la especie.

En esta línea, cabe recordar que, con sustento en las
disposiciones de la Ley 25.326 de Protección de Datos
Personales, toda persona podrá interponer la acción de habeas
data para tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de
su finalidad que consten en registros o bancos de datos, para
que en caso de falsedad o discriminación exija su modificación o
supresión.

Así pues, el habeas data protege la identidad
personal y garantiza que el interesado tome conocimiento de los
datos a él referidos y de su finalidad, que consten en registros o
bancos públicos destinados a proveer informes, de manera que
constituye una garantía frente a informes falsos o

Usuario
Resaltar
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discriminatorios. En tal orden de ideas, el art. 43 de la
Constitución Nacional importa el reconocimiento de que el
ciudadano es propietario de datos que sobre él se registran, por
lo que deben estar a su disposición para que decida si los cede o
cómo los cede, porque el avance de la informática torna
aconsejable consagrar un derecho a controlar la información
que consta en registros o bancos de datos (CSJN, causa

).“Ganora Mario Fernando y otra s/ habeas data” del 16.9.99
Por consiguiente, la figura en análisis tiene un doble

objetivo: primero, tomar conocimiento del dato y segundo,
proceder a corregirlo o suprimirlo. En ese sentido, es dable
mencionar que la reglamentación de la garantía constitucional
dispuesta por la Ley 25.326 en el art. 1° determina su objeto, al
igual que en el art. 33 al prescribir la procedencia de la acción y,
el art. 39 establece su trámite, para culminar en el art. 43
refiriéndose a la sentencia, en cuyo apartado 2° se dispone que
“…en el caso de estimarse procedente la acción, se especificará
si la información debe ser suprimida, rectificada, actualizada…”.

El afectado se encuentra legitimado en la medida en
que busca conocer sus datos personales asentados en archivos,
registros, bancos de datos u otros medios técnicos de
tratamiento de datos, sean éstos públicos o privados, destinados
a dar informes, así como también el acceso a la información
registrada sobre su persona, a efectos de garantizar su derecho
al honor y a la intimidad personal, por lo que se establece la 

  de los datos personales (protección integral Aberastury,
Pedro, “La Tutela del Acceso a la Información”, publicado en

).RDA 2014-93, 5/5/14, 705, cita online AP/DOC/723/2014
En este caso, a pesar de que es cierto que Google no

ha generado la información que el actor considera lesiva para su
persona, pues su tarea consiste en administrar un motor de
búsqueda que permite el acceso a sitios web confeccionados por
terceros, ponderando que la norma otorga legitimación pasiva
tanto a los responsables como a los usuarios de bancos de datos
públicos o privados que provean informes (art. 35) y en mérito
al carácter integral de la protección conferida, como primera
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medida, entiendo que la actividad de los buscadores debe
considerarse comprendida por la Ley 25.326 de Protección de
Datos Personales.

III.- Sentado lo expuesto debo destacar, como se
dijo, que la acción de Habeas Data tiene un objeto preciso y
concreto que consiste básicamente en permitir al interesado
controlar la veracidad de la información y el uso que de ella se
haga; y, en caso de falsedad o discriminación, exigir la
supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de
aquéllos (conf. CNCiv ComFed., Sala III, causa 7283/2020, del
28/6/22; Sala I, causas 6053/97 del 21/5/1998, 12.407/02 del
11/11/03 y 111/15 del 30/8/16).

No puede perderse de vista, tampoco, que la
demanda debe individualizar -con la mayor precisión posible-,
el nombre y domicilio del archivo, registro o banco de datos y,
en su caso, el nombre del responsable o usuario del mismo. En
el caso de los archivos, registros o bancos públicos, se procurará
establecer el organismo estatal del cual dependen, debiendo el
actor alegar las razones por las cuales entiende que en el
archivo, registro o banco de datos individualizado obra
información referida a su persona; los motivos por los cuales
considera que la información que le atañe resulta
discriminatoria, falsa o inexacta y justificar que se han
cumplido los recaudos que hacen al ejercicio de los derechos
que le reconoce la presente ley.

En este orden de ideas, la Corte Suprema de Justicia
de la Nación también se ha referido al derecho a la libertad de
expresión, que comprende el derecho a transmitir ideas, hechos
y opiniones difundidos a través de Internet. Ello ha sido
reconocido por el legislador que en el art. 1° de la ley 26.032
estableció que “la búsqueda, recepción y difusión de
información e ideas de toda índole, a través del servicio de
Internet, se considera comprendido dentro de la garantía
constitucional que ampara la libertad de expresión” (conf.,

).Fallos 337:1174
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A su vez, su valor en las sociedades democráticas, ha
sido destacado por el Alto Tribunal, en forma reiterada, dándole
un lugar preeminente para el desenvolvimiento institucional de
la República (conf., CSJN, causa “Ponce Carlos Alberto c/San
Luis provincia de s/acción declarativa de certeza” del 24/02/05
). Así, tiene dicho que el derecho de expresarse a través de
Internet fomenta la libertad de expresión tanto desde su
dimensión individual como colectiva. En efecto, permite
concretizar el derecho personal que tiene todo individuo a hacer
público, a transmitir, a difundir y a exteriorizar –o no hacerlo-
sus ideas, opiniones, creencias, críticas, etc. Además, desde el
aspecto colectivo, Internet constituye un instrumento para
garantizar la libertad de información y la formación de la
opinión pública (Fallos: 337:1174).

Ahora bien, el derecho a la libre expresión o
información no es absoluto en cuanto a las responsabilidades
que el legislador puede determinar a raíz de los abusos
producidos mediante su ejercicio, sea por la comisión de delitos
penales o actos ilícitos civiles. Si bien en el régimen republicano
la libertad de expresión, en sentido amplio, tiene un lugar
eminente que obliga a una particular cautela en cuanto se trata
de deducir responsabilidades por su desenvolvimiento, puede
afirmarse sin vacilación que ello no se traduce en el propósito
de asegurar la impunidad de la prensa (conf., CSJN, “Menem
Amado Calixto c/La voz del interior s/sumarísimo” del 05/08

). De tal forma se ha expresado que el ejercicio del derecho/03
de informar no puede extenderse en detrimento de la necesaria
armonía con los restantes derechos constitucionales, entre los
que se encuentran el de la integridad moral y el honor de las
personas (arts. 14 y 33, Constitución Nacional).

De allí que, como principio -en el caso de libertad de
expresión en internet- resultan responsables civiles los autores,
dueños o explotadores de los sitios donde se exhibe el contenido
generador del daño y las empresas demandadas cuando
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conozcan efectivamente esa circunstancia, tengan la
oportunidad de suprimir el contenido dañoso y se abstengan de
hacerlo ( ).confr. CNFed., Sala II, causa 1.841/08 del 20.06.15

En esa línea, la Corte Suprema de Justicia de la
Nación tuvo oportunidad de resolver en la causa “Rodríguez,

” del 28María Belén c/ Google Inc. s/ daños y perjuicios
de octubre de 2014 ( ), que la libertad deFallos: 337:1174
expresión comprende el derecho a transmitir ideas, hechos y
opiniones difundidos a través de internet como ha sido
reconocido por el legislador nacional en el art. 1° de la Ley
26.032, ya que a través de internet se puede concretizar el
derecho personal que tiene todo individuo a hacer público, a
transmitir, a difundir y a exteriorizar sus ideas, opiniones,
creencias, críticas, etcétera y desde el aspecto colectivo,
constituye un instrumento para garantizar la libertad de
información y la formación de la opinión pública. Este criterio
fue reafirmado en el caso “Gimbutas, Carolina c/ Google

” del 12 de septiembre de 2017 (Inc. s/ daños y perjuicios
).Fallos: 340:1236

Igualmente, señaló el Máximo Tribunal que no
corresponde juzgar la eventual responsabilidad de los “motores
de búsqueda” de acuerdo a las normas que establecen una
responsabilidad objetiva, desinteresada de la idea de culpa sino
que debe hacérselo, en cambio, a la luz de la responsabilidad
subjetiva en tanto los “buscadores” no tienen una obligación
general de monitorear, supervisar o vigilar los contenidos que
se suben a la red y que son proveídos por los responsables de
cada una de las páginas web, sino que son, en principio,
irresponsables por esos contenidos que no han creado.

A su vez, expuso el Tribunal cimero que la libertad
de expresión sería mellada de admitirse una responsabilidad
objetiva que, por definición, prescinde de toda idea de culpa y,
consiguientemente, de juicio de reproche a aquél a quien se
endilga responsabilidad. Empero, puntualizó que hay casos en
los que el “buscador” puede llegar a responder por un contenido
que le es ajeno. Eso sucederá cuando haya tomado



#36167869#423554954#20240917095320500

Poder Judicial de la Nación

JUZGADO CIVIL Y COMERCIAL FEDERAL 8

conocimiento de la ilicitud de ese contenido, si tal conocimiento
no fue seguido de un actuar diligente. En dicho supuesto
correspondería aplicar el art. 1109 del Código Civil.

También especificó que con miras al efectivo
conocimiento requerido para la responsabilidad subjetiva de los
buscadores de internet, en ausencia de una regulación legal
específica, debía sentar una regla que distinga nítidamente los
casos en que la naturaleza ilícita –civil o penal- de los
contenidos sea palmaria y resulte directamente de consultar la
página señalada en una comunicación fehaciente del
damnificado o, según el caso, de cualquier personal, sin requerir
ninguna otra valoración ni esclarecimiento de aquellos casos en
que el contenido dañoso que importe eventuales lesiones al
honor o de otra naturales pero que exijan un esclarecimiento
que deba debatirse o precisarse en sede judicial o
administrativa y en que no puede exigirse al buscador que supla
la función de la autoridad competente ni menos aún la de los
jueces, por lo que corresponderá exigir la notificación judicial o
administrativa competente.

Resumiendo, la responsabilidad del buscador por un
contenido que le es ajeno, sólo sucederá cuando ha tomado
efectivo conocimiento de la ilicitud de ese contenido y no ha
obrado diligentemente para suprimirlo (art. 1109 del Código
Civil; CNFed. Civ. y Com., Sala II, causa n° 5092/2008 del

).14.10.16
IV.- Por otra parte, se encuentra en juego el derecho

al honor que invocara el actor.
El derecho al honor refiere a la participación que

tiene el individuo dentro de la comunidad amparando a la
persona frente a expresiones o mensajes que lo hagan
desmerecedor en la consideración ajena al ir en su descrédito (

).Fallos: 337:1174, consid. 13
El derecho a la imagen integra el derecho a la

privacidad protegido por el art. 19 de la Constitución Nacional.
Ella otorga al individuo un ámbito de libertad en el cual éste
puede adoptar libremente las decisiones fundamentales acerca
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de su persona, sin interferencia alguna por parte del Estado o de
los particulares, en tanto dichas decisiones no violen derechos
de terceros ( ).conf., Fallos: 337:1174, consid. 13

Así, en Fallos: 306:1892 el Tribunal estableció que el
citado artículo 19 "...protege jurídicamente un ámbito de
autonomía individual constituida por los sentimientos, hábitos
y costumbres, las relaciones familiares, la situación económica,
las creencias religiosas, la salud mental y física y, en suma, las
acciones, hechos o datos que, teniendo en cuenta las formas de
vida aceptadas por la comunidad están reservadas al propio
individuo y cuyo conocimiento y divulgación por los extraños
significa un peligro real o potencial para la intimidad. En rigor,
el derecho a la privacidad comprende no sólo la esfera
doméstica, el círculo familiar y de amistad, sino a otros
aspectos de la personalidad espiritual o física de las

 tales como la integridad corporal o la imagen y nadiepersonas
puede inmiscuirse en la vida privada de una persona ni violar
áreas de su actividad no destinadas a ser difundidas, sin su
consentimiento o el de sus familiares autorizados para ello y
sólo por ley podrá justificarse la intromisión, siempre que
medie un interés superior en resguardo de la libertad de los
otros, la defensa de la sociedad, las buenas costumbres o la
persecución del crimen ..." (en igual sentido, Fallos: 335:799; el

.resaltado me pertenece)
V.- Teniendo en cuenta lo expuesto en los

considerandos antecedentes, es necesario efectuar un examen
respecto de la licitud de los contenidos objeto de autos.

En el caso, conforme surge de los planteos
efectuados en la demanda, la ilicitud en función de la cual
procedería la pretensión de bloqueo del contenido se sostiene
en que se trata de información falsa, cuya difusión afecta el
derecho al honor y a la intimidad del actor.

Por su parte, la accionada, frente a la intimación
extrajudicial que le formuló el accionante, se limitó a fundar su
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negativa a eliminar dichos contenidos sobre la base de que los
mismos no resultaban manifiestamente ilícitos y que le eran
ajenos.

Desde este punto de partida, aparece como
necesario, para la determinación de la licitud de los contenidos,
efectuar una correcta apreciación de su naturaleza, y de los
derechos que resultan afectados por su difusión (conf.

.CNCCFed., Sala II, causa n° 5282/17 del 21/04/21)
En este marco, es preciso recordar que en la causa 

 citada, el Máximo Tribunal sienta“Rodríguez María Belén”
como regla, en el Considerando 18°, que “son manifiestas las
ilicitudes respecto de contenidos dañosos, como pornografía
infantil, datos que faciliten la comisión de delitos, que instruyan
acerca de éstos, que pongan en peligro la vida o la integridad
física de alguna o muchas personas, que hagan apología del
genocidio, del racismo o de otra discriminación con manifiesta
perversidad o incitación a la violencia, que desbaraten o
adviertan acerca de investigaciones judiciales en curso y que
deban quedar secretas, como también los que importen lesiones
contumeliosas al honor, montajes de imágenes notoriamente
falsos o que, en forma clara e indiscutible, importen violaciones
graves a la privacidad exhibiendo imágenes de actos que por su
naturaleza deben ser incuestionablemente privados, aunque no
sean necesariamente de contenido sexual.”

En base a lo expuesto, la ilicitud atribuida por el
actor al contenido cuestionado en autos debe ubicarse dentro de
la categoría de aquellas que, por no resultar manifiestas, exigen
de un esclarecimiento.

Así pues, de modo de corroborar lo expuesto, en la
especie, el Registro Nacional de Reincidencia acompañó los
antecedentes penales del actor, informe del cual surge que su
buen nombre y honor no deben verse afectados puesto que no
registra antecedentes penales (conf. informe de fecha 16/06/23
).

Además, no puede perderse de vista que el
contenido de la URL aquí cuestionada atribuye al accionante la
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comisión de un delito respecto del cual no se demostró que se
hubiera llevado adelante una causa penal que pudiera dilucidar
si éste fue o no efectivamente cometido por él o, si quiera, haber
sido imputado.

Entonces, cabe concluir que la naturaleza de la
información difundida autorizaba a trazar una distinción entre
casos como el que aquí se presenta, en donde está afectado el
derecho al honor, con relación a aquellos otros supuestos en los
cuales, por tratarse de la difusión de información en la que
puede reconocerse la existencia de un interés público, se
encuentra en juego la protección de discursos especialmente
amparados por la libertad de expresión, y en los que -frente a
pretensiones de bloqueo de contenidos fundadas en la
afectación al buen nombre y honor por noticias falsas o
inexactas- procede aplicar un estándar de extrema rigurosidad 

.(conf. CNCCFed., Sala II, causa n° 5282/17 cit.)
En ese entendimiento, se considera que los

elementos obrantes en las actuaciones autorizan, al menos, a
presumir fundadamente que el contenido cuestionado afecta el
derecho al honor del actor. Desde esa perspectiva, teniendo en
cuenta la afectación de los derechos personalísimos del
accionante, sin que por otro lado pueda reconocerse la
presencia de algún interés público en su difusión, se entiende
que se ha configurado en autos uno de aquellos excepcionales
supuestos en los cuales, por no estar en juego discursos
especialmente amparados por la libertad de expresión, puede
reputarse como legítima la adopción de una medida de bloqueo
circunscripta a contenidos ya existentes, e identificados con
precisión, que el buscador vincula como resultados de búsqueda
con una determinada persona .(conf. causa n° 5282/17 cit.)

VI.- Ello así, la eliminación de vinculaciones ya
existentes que afectan, como en el caso, el derecho al honor del
actor, involucra la “tutela judicial de un derecho personalísimo
que resulta compatible con la libertad de expresión”, siendo
admisible “siempre y cuando, para un adecuado balance de los
intereses en juego, se identifique con precisión cuáles son los
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enlaces asociados a su persona y se compruebe el daño que la
vinculación ocasiona”, pues “así delimitada, la tutela constituye
un tipo de reparación ulterior y evita toda generalización que
pueda afectar a la libre circulación de ideas, mensajes o
imágenes y con ello, a la garantía constitucional de la libertad
de expresión” (Fallos: 337:1174, votos en disidencia parcial de

;los Ministros Lorenzetti y Maqueda, considerando 30)
máxime si se tiene en cuenta que se ha establecido la ilicitud del
contenido cuestionado y el daño que genera la reiteración de su
inclusión en los enlaces o resultados de búsqueda visualizados a
partir del nombre del actor, por lo que surge para el buscador el
deber de adoptar las medidas razonables que se encuentren a su
alcance para evitar que se sigan produciendo o agravando los
daños.

En efecto, cada vez que Google fue puesto en
conocimiento efectivo de la existencia de contenido lesivo y se le
proporcionaron datos precisos respecto de la página que
vinculaba al demandante con contenidos falsos, no procedió a
bloquearlos, razón por la cual, de conformidad con los
parámetros expuestos en los considerandos anteriores, cabe
endilgarle responsabilidad.

En consecuencia, teniendo en cuenta el objeto
pretendido, corresponde hacer lugar a la acción entablada,
ordenando a la demandada a proceder al bloqueo o
desindexación, dentro de los enlaces o resultados de búsqueda
obtenidos a partir del nombre de Santiago Carlos Azpiri, de la
específica dirección (URL) que indicó el actor como
información cuestionada.

VII.- En lo atinente a las costas, atendiendo a lo
resuelto por la Corte Suprema en el caso “Rodríguez María
Belén c/Google Inc. s/daños y perjuicios” que fuera confirmado
recientemente en la causa “Gimbutas, Carolina Valeria c/Google
Inc. s/daños y perjuicios”, considero que deben ser distribuidas
por su orden, en virtud de las particularidades de la causa (art.
68, segundo párrafo del CPCCN).

Usuario
Resaltar
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Por los fundamentos que anteceden, doctrina,
jurisprudencia y disposiciones legales citadas; y de conformidad
con lo dictaminado por el Ministerio Publico Fiscal, cuyos
argumentos en lo pertinente comparto, : HaciendoFALLO
lugar a la acción de habeas data entablada por Santiago

. En consecuencia, condeno a aCarlos Azpiri Google LLC 
arbitrar los medios necesarios para suprimir y bloquear de sus
archivos, registros, bases o bancos de datos, la información
relativa al actor contenida en la URL https
://santiagoazpiriabusadorsexual.wordpress.com.

Todo dentro del  contado desdeplazo de diez días
que este pronunciamiento quede firme.

Las  se imponen , encostas en el orden causado
mérito a los fundamentos brindados en el Considerando VII (

).art. 68, segunda parte, del CPCC
Ponderando el mérito, extensión y eficacia de la

tarea desarrollada, la naturaleza de las presentes actuaciones y
los demás aspectos que integran la pretensión, regulo los
honorarios del letrado patrocinante de la parte actora, Dr.

en la cantidad de  –Germán Ignacio Navas 20 UMAS
equivalentes a la fecha a la suma de ; y los del$1.215.580
letrado apoderado de la parte demandada, Dr. Arnaldo

 en la cantidad de  Cisilino 15 UMAS -$911.685- (conf. arts.
14, 16, 19, 20, 21, 26 y 29 de la ley 27.423 y CSJN Ac. 30/23 y

).Resolución n° 2375/24
Por la resuelta con fecha 29/12/23,incidencia 

cuyas costas fueron impuestas a la demandada, se fijan los
honorarios del Dr. Germán Ignacio Navas en la cantidad de 

.1 UMA -$60.779- (art. 47 de la ley de arancel)
Atendiendo a pautas análogas en lo pertinente y a la

proporción que sus emolumentos deben guardar con el de los
profesionales que actuaron durante todo el curso del proceso,
regulo los honorarios del  perito informático Pablo Gabriel

 en la cantidad de Anderi 6  -equivalente a la fecha a laUMAS
suma de .$364.674

Usuario
Resaltar

Usuario
Resaltar
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Comuníquese este pronunciamiento mediante
oficio de estilo, cuando adquiera firmeza la presente, a la 
Dirección Nacional de Protección de Datos Personales (art. 43

).inc. 4 de la ley 25.326
Regístrese, a las partes y al Sr. Fiscalnotifíquese  

Federal. Oportunamente, .archívese
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